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Introducción 

El marco legal nos proporciona las bases sobre las cuales las instituciones construyen y 

determinan el alcance y naturaleza de la participación política. El marco legal de una 

elección, y especialmente los temas relacionados con la integridad de la misma, 

regularmente se encuentran en un buen número de provisiones regulatorias y leyes 

interrelacionadas entre sí, su fundamento en muchos países es La Constitución en tanto 

suprema legislación, que se complementa con la legislación promulgada por un parlamento 

o legislatura donde se incluye una ley electoral, leyes, códigos penales, y regulaciones, que 

incluyen códigos de conducta/ética, dados a conocer por distintas instancias reguladoras 

que guardan estrechos vínculos con la materia electoral. El marco legal faculta a la 

autoridad electoral para que lleve a cabo las labores de administración de la elección de 

conformidad a la estructura detallada dentro de sus mismas provisiones. Así misma faculta 

a los partidos políticos para allegarse recursos financieros y participar en las elecciones de 

acuerdo a las provisiones legales establecidas, por último, asegura que los electores 

conserven sus derechos políticos para la emisión del voto y la elección de sus 

representantes de gobierno. 

 

UNIDAD I Marco Legal Básico 

La reforma al artículo 1° constitucional efectuada en junio de 2011, con la cual se establece 

que en México todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la 

propia carta magna y en los tratados internacionales de los que el país sea parte, significa 

un cambio tan positivo como profundo en el funcionamiento del Estado mexicano. 

El texto de la ley fundamental establece que la interpretación normativa en materia de 

derechos humanos se hará de conformidad con la Constitución y con los tratados 

internacionales, favoreciendo en todo tiempo la protección más amplia a las personas. La 

reforma tendrá efecto en la manera como trabajan los legisladores federales y locales, pues 

cada decisión que adopten deberá inscribirse en una labor de creación de leyes con 

perspectiva de derechos fundamentales. El primer párrafo del artículo 1º de la Constitución 

establece las obligaciones del Estado en materia de derechos humanos. Por un lado, señala 

las obligaciones de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos; por el 

otro, las de prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos 

en los términos que establezca la ley. Esta separación responde a que existen obligaciones 

genéricas y obligaciones específicas para asegurar la protección de los derechos humanos. 



El párrafo cuarto del artículo 4o. constitucional garantiza para todas las personas el derecho 

a la protección de la salud. En su segunda parte, dicho párrafo ordena al legislador definir 

las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud, así como disponer la 

concurrencia entre los distintos niveles de gobierno sobre la materia, de acuerdo con lo 

establecido. El 29 de noviembre de 2019 la Comisión de Salud de la Cámara de Diputados 

aprobó el decreto por el cual se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de 

la Ley General de Salud y la Ley de Instituciones Nacionales de Salud. 

• Desaparece el Seguro Popular y es sustituido por el INSABI (Instituto Nacional de 

Salud para el Bienestar).  

• Todas las personas que se encuentren en el país que no cuenten con seguridad 

social tienen derecho a recibir de forma gratuita la prestación de servicios públicos 

de salud, medicamentos y demás insumos asociados, al momento de requerir la 

atención.  

• Las personas que soliciten la atención medica que no cuenten con seguridad social 

podrán acceder a esta con solo presentar la CURP, INE o Acta de Nacimiento.  

• Se ampliará el catálogo de enfermedades catastróficas para que incluya canceres 

para mayores de 18 años. 

A continuación, se señalan los fines de la educación y lo que incluye la educación superior 

como el camino para ejercer la profesión al servicio médico. Para la cual se citan los 

siguientes artículos de la Ley General de Educación. 

• Artículo 15. La educación que imparta el Estado, sus organismos descentralizados 

y los particulares con autorización o con reconocimiento de validez oficial de 

estudios.  

• Artículo 47. La educación superior, como parte del Sistema Educativo Nacional y 

último esquema de la prestación de los servicios educativos para la cobertura 

universal prevista en el artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, es el servicio que se imparte en sus distintos niveles, después del tipo 

medio superior. Está compuesta por la licenciatura, la especialidad, la maestría y el 

doctorado, así como por opciones terminales previas a la conclusión de la 

licenciatura. Comprende también la educación normal en todos sus niveles y 

especialidades. 

La Ley de Profesiones es la encargada de regular lo correspondiente a la autorización para 

el ejercicio de las profesiones; prevé la aplicación de sanciones para quienes incumplan las 

disposiciones previstas en la misma, y en materia de responsabilidades destaca porque 



contempla lo relativo a la responsabilidad civil al señalar que los profesionistas serán 

civilmente responsables de las contravenciones que comentan en el ejercicio de la 

profesión. 

• Articulo 40.- los profesionistas podrán asociarse, para ejercer, ajustándose a las 

prescripciones de las leyes relativas.  

• Articulo 71.- los profesionistas serán civilmente responsables de las 

contravenciones que cometan en el desempeño de trabajos profesionales, los 

auxiliares o empleados que estén bajo su inmediata dependencia y dirección. 

• Articulo 24.- Se entiende por ejercicio profesional, para los efectos de esta Ley, la 

realización habitual a título oneroso o gratuito de todo acto o la prestación de 

cualquier servicio propio de cada profesión. 

La ley General sobre Metrología y normalización: tiene por objeto establecer las unidades 

de medida y calibración que son utilizadas en el país, a su vez regula un capítulo dedicado 

a la Normalización en donde establece las disposiciones para las actividades de 

normalización desde la integración del Programa Nacional de Normalización por la 

Comisión Nacional de Normalización, instituir los comités consultivos nacionales de 

normalización, el proceso para el desarrollo y la finalidad de las Normas Oficiales 

Mexicanas, el proceso y la finalidad de las Normas Mexicanas elaboradas por Organismo 

Nacionales de Normalización, así como la importancia de la observancia de las normas. 

Los servicios de salud, así como todos los procedimientos que en las instituciones médicas 

se realizan funcionan regidos por las Normas oficiales mexicanas. 

La Ley General de Salud reglamenta el derecho a la protección de la salud que establece 

el artículo 4o de la Constitución; establece las bases y modalidades para el acceso a los 

servicios de salud y la concurrencia de la federación y las entidades federativas en materia 

de salubridad general, cuando los profesionales de la salud además ejerzan su profesión 

en el carácter de servidores públicos e incurran en responsabilidad administrativa, quedan 

sujetos como tales a la Ley General de Responsabilidades Administrativas o a las estatales 

correspondientes. De acuerdo a esta Ley las sanciones que les pueden ser aplicables son 

la destitución y/o inhabilitación para volver a desempeñar un cargo público.  

 

Artículo 70.- Las sanciones administrativas deberán estar previstas en las leyes respectivas 

y podrán consistir en:  

• Amonestación con apercibimiento;  

• Multa  



• Multa adicional por cada día que persista la infracción;  

• Arresto hasta por 36 horas; V. Clausura temporal o permanente, parcial o total;  

• Las demás que señalen las leyes o reglamentos.  

Artículo 73.- La autoridad administrativa fundará y motivará su resolución, considerando:  

• Los daños que se hubieren producido o puedan producirse;  

• El carácter intencional o no de la acción u omisión constitutiva de la infracción;  

• La gravedad de la infracción 

• La reincidencia del infractor. 

Los derechos de los trabajadores se encuentran sustentados en la constitución en el 

artículo 123 Constitucional: 

• Apartado A: Regula la relación entre los obreros, jornaleros, empleados domésticos, 

artesanos y de una manera general, todo contrato de trabajo. 

• Apartado B. Regula la relación laboral entre los Poderes de la Unión y sus 

trabajadores. 

En materia civil: Este ordenamiento regula la reparación económica cuando se genera un 

daño o perjuicio al patrimonio de una persona por la negligencia o impericia de otra, la cual 

consistirá en una indemnización que será fijada por un Juez del ramo civil.  

El profesional de la salud puede incurrir en diversos tipos de responsabilidad y la de carácter 

civil se encuentra regulada por el Código Federal de la materia, en el que se alberga lo 

correspondiente a la reparación del daño, para lo cual contempla diversos supuestos.  

En ese sentido el artículo 1910 señala de manera genérica que el que obrando ilícitamente 

o contra las buenas costumbres cause daño a otro, está obligado a repararlo, a menos que 

demuestre que el daño se produjo como consecuencia de culpa o negligencia inexcusable 

de la víctima, establece dos supuestos bajo los cuales se puede presumir que hubo daño 

moral: 

• Cuando se vulnere o menoscabe ilegítimamente la libertad de las personas 

•  Cuando se vulnere o menoscabe ilegítimamente la integridad física o psíquica de 

las personas. 

También se establece que si la reparación del daño moral se desprende de un hecho u 

omisión ilícitos, el responsable del mismo tendrá la obligación de repararlo mediante una 

indemnización en dinero, con independencia de que se haya causado daño material. Bajo 

toda esta lógica jurídica puede advertirse que los daños y perjuicios causados, deben ser 

consecuencia directa e inmediata de la falta de cumplimiento de la obligación o del deber 



jurídico del profesional de la salud, lo que implica actuar o ejercer la profesión con 

responsabilidad, pericia y prudencia. 

 

Conclusión 

La integración funcional del financiamiento de las instituciones de salud en México logró dar 

un paso adelante, gracias a la puesta en marcha del Padrón General de Beneficiarios y de 

los convenios que alientan el intercambio de servicios. No obstante, la integración efectiva 

enfrenta retos estructurales, normativos y operativos para establecer un horizonte plano 

para beneficiarios, proveedores y pagadores. Los retos estructurales deberán resolverse 

con reformas al sistema de gran calado como la separación de funciones en todas las 

instituciones entre la Federación y los estados, así como cambios sustantivos al arreglo 

financiero del sector público general, incluyendo la remuneración a los proveedores. El 

marco institucional vigente puede fortalecerse normativa y operativamente mediante la 

definición de un marco legal coherente para el Sistema Nacional de Salud y mediante la 

solución de las limitaciones para el padrón de beneficiarios y para la facturación entre 

hospitales. El marco normativo y tecnológico debe establecer las bases para que funcione 

un mercado público de servicios implicando mejorar el flujo de información, la elaboración 

de presupuestos de apoyo a las estrategias, la autonomía en la administración y 

financiamiento de los servicios de salud descentralizados a los estados, todo ello bajo una 

rectoría sólida del sistema de salud. 
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